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I.- INTRODUCCIÓN


En primer lugar, como ya se ha dicho reiteradamente, en la base de los actos o conductas discriminatorias y de cualquier forma de violencia de género, se encuentran prejuicios y estereotipos de género que están muy arraigados socialmente
, conforme lo recoge el Preámbulo y los arts. 1 y 5 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, el art. 8 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (conocida como “Convención de Belem do Pará”)  y el art. 2 de la ley 26.485, entre otras. Asimismo, los efectos de tales repudiables actos o prácticas se potencian cuando la víctima se encuentra en una situación de subordinación, circunstancia que se ve con suma claridad en el ámbito de la discriminación, el acoso o la violencia laboral ya que el vínculo laboral, en sí mismo, implica una situación de subordinación o dependencia. De allí que sea fundamental identificar los prejuicios y estereotipos y realizar acciones concretas tendientes a su remoción como estrategia para la erradicación de la discriminación, la violencia y el acoso. 
También se han identificado, con anterioridad
, un cúmulo de normas de diferente rango, constitucional, internacional y de derecho interno, referidas a la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, en cualquiera de sus formas, incluida la que se verifica en el mundo del trabajo. 


En el caso concreto de la Organización Internacional del Trabajo, como veremos más adelante, si bien desde sus orígenes está presente la lucha contra la discriminación en el ámbito laboral, lo cierto es que recién con el Convenio 190 OIT se reconoce como una problemática a prevenir, sancionar y erradicar la “violencia y el acoso” en el mundo del trabajo.  

No es casual que el Convenio 190 se haya aprobado en el año del Centenario de la OIT, pues se inserta en el núcleo duro de los Convenios sobre derechos humanos, concretamente los derechos humanos de las personas trabajadoras, ya que vincula la violencia y acoso en el mundo del trabajo con la violación al principio de trato igual y, consiguientemente, con el trabajo decente (entendido como un concepto que busca expresar lo que debería ser, en el mundo globalizado, un buen trabajo o un empleo digno. El trabajo que dignifica y permite el desarrollo de las propias capacidades no es cualquier trabajo. Es decente el trabajo que se realiza con respeto a los principios y derechos laborales fundamentales, el que permite un ingreso justo y proporcional al esfuerzo realizado, sin discriminación de género o de cualquier otro tipo, el que se lleva a cabo con protección social, con diálogo social y tripartismo). Y, sin perjuicio que se refiere a la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, sin distinción alguna, lo cierto es que le reserva un tratamiento especial a la situación de violencia contra las mujeres, tanto la que se verifica en el mundo del trabajo, como la violencia doméstica cuyas consecuencias impactan sobre la prestación de trabajo. 

De la lectura del Convenio 190 OIT el primer y más evidente rasgo distintivo que podemos observar tiene que ver con la centralidad de la persona humana, situada en el “mundo del trabajo” y la protección de su dignidad y derechos fundamentales. 

 II.- LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO Y LA LUCHA CONTRA LA DISCRIMINACIÓN Y LA VIOLENCIA.

La Organización Internacional del Trabajo tuvo, desde su creación en el año 1919, entre sus objetivos primordiales la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos. 


Si bien la expresión “derechos humanos” no figura en el texto constitucional de la Organización Internacional del Trabajo, su idea misma está subyacentes en los principios y en los objetivos constitucionales
, ya que el Preámbulo hace hincapié en la estrecha relación existente entre la paz y la justicia social, sosteniendo que esta última “... está reconocida como una condición de paz universal...existen condiciones de trabajo que implican, para gran número de personas, la injusticia, la miseria y las privaciones, lo que engendra tal descontento, que la paz y la armonía universales son puestos en peligro ... la no adopción, por una nación cualquiera, de un régimen de trabajo realmente humano pone obstáculos a los esfuerzos de las demás naciones deseosas de mejorar la suerte de los obreros en sus propios países...”. 

En la Constitución de la O.I.T., tal como fue originalmente adoptada en 1919, se establece como de “especial y urgente importancia” el principio de salario igual, sin distinción de sexo, para trabajos de igual valor (art. 41).



Posteriormente, en la Declaración de Filadelfia, adoptada en 1944, incluida luego como Anexo de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, se proclamó como principio fundamental que “...todos los seres humanos sin distinción de raza, credo o sexo, tienen derecho a perseguir su bienestar material y su desarrollo espiritual en condición de libertad y dignidad, de seguridad económica y en igualdad de oportunidades [párrafo II, ap. a)], reconociendo la obligación de la Organización Internacional del Trabajo de fomentar entre las naciones programas que permitan, entre otras cosas, “garantizar igualdad de oportunidades educativas y profesionales” [párrafo III, ap. j)]. 

En consecuencia, al hacerse miembro de la Organización Internacional del Trabajo, los Estados adhieren sin reservas a este principio fundamental y se comprometen a participar en la difícil tarea de eliminar la discriminación y fomentar la igualdad. 

En cuanto a los Convenios y Recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo, concretamente en relación a aquellas temáticas vinculadas con el Convenio 190 debemos señalar, particularmente, el Convenio Nro. 111 sobre la discriminación en materia de empleo y ocupación, adoptado en 1958, que tiene como fin combatir en términos generales el problema de la discriminación en el mundo del trabajo. 

Antes de esa fecha varios instrumentos se habían referido a la igualdad de derechos en algunas materias específicas o a favor de algunas categorías de personas, como –por ejemplo- en lo que se refiere a la libertad sindical, el derecho de sindicación y la negociación colectiva (Convenios 87 y 98, de 1948 y 1949, respectivamente y el Convenio 100 y la Recomendación 90 sobre igualdad de remuneración entre las mujeres y los hombres (1951). 

Desde 1958 en adelante, ha continuado la acción normativa de la Conferencia Internacional del Trabajo, inspirándose en el Convenio y Recomendación 111 y desarrollando sus principios, por una parte en convenios y recomendaciones específicos para determinadas categorías de trabajadores, como los trabajadores migrantes (Convenio 143, de 1975), los trabajadores de edad (Recomendación 162, de 1980), los trabajadores con responsabilidades familiares (Convenio 156, de 1981) y las personas inválidas (Convenio 159, de 1983). Y, por otra parte, en instrumentos que se ocupan de determinadas materias tales como la política de empleo (Convenio 122, de 1964), el desarrollo de los recursos humanos, formación y orientación profesionales (Convenio 142, de 1975) y la terminación de la relación de trabajo (Convenio 158, de 1982).

También se debe mencionar la Declaración de la O.I.T. relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo y su seguimiento, de junio de 1998, que en el art. 2 declara que todos los miembros, aun cuando no hayan ratificado los convenios específicos, tienen un compromiso que se deriva de su mera pertenencia a la Organización, de respetar, promover y hacer realidad, de buena  fe y de conformidad con la Constitución, los principios relativos a los derechos fundamentales, entre ellos, la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación.  

Pues bien, el rango que en el orden jerárquico de las normas cabe asignarle a los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo, ratificados por nuestro país, cfr. art. 75 inc. 22 CN, abre un vasto campo para el control de convencionalidad de la legislación interna, la que deberá ajustarse a las pautas mínimas establecidas en dichos instrumentos internacionales. Control de convencionalidad que –además- habrá que integrarlo con las normas internacionales que gozan de jerarquía constitucional conforme lo previsto por el citado art. 75 inc. 22 CN
. 

Finalmente, cabe señalar que en el año del Centenario de la O.I.T., la Organización Internacional del Trabajo aprobó el Convenio Nro. 190 sobre la Eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo y la Recomendación Nro. 206. Y, en mi opinión, resulta significativo que en el año del centenario el organismo internacional ponga en el centro de la escena, en la agenda pública internacional, la eliminación de la violencia y acoso en el mundo del trabajo.  
III. EL CONVENIO 190 DE LA OIT
1.- Consideraciones generales

El Convenio, aprobado el 21/6/2019, fue ratificado por el estado argentino mediante Ley 27.580 (del 11/11/2020), convirtiéndose en el cuarto país en el mundo en ratificar la normativa internacional. El pertinente instrumento de ratificación fue depositado en la sede de la Organización Internacional del Trabajo el día 23/2/2021
. 
Como ya he dicho, se trata de un Convenio que erige el derecho a un “mundo del trabajo” libre de violencia y acoso como un postulado fundante conforme la normativa del organismo, que se refiere al “mundo del trabajo” como un concepto más amplio y abarcador que el de lugar de trabajo, contrato de trabajo, empleo u ocupación. 

2.- Conceptualización 


El art. 1 establece que, a los efectos del Convenio, la expresión «violencia y acoso» en el mundo del trabajo se refiere a un conjunto de comportamientos y prácticas inaceptables, o de amenazas de tales comportamientos y prácticas, ya sea que se manifiesten una sola vez o de manera repetida, que tengan por objeto, que causen o sean susceptibles de causar, un daño físico, psicológico, sexual o económico, e incluye la violencia y el acoso por razón de género. 


Es decir, quedan alcanzados por la definición del art. 1 los “comportamientos”, las “prácticas” o las “amenazas”, en términos que celebro porque –en ocasiones- una amenaza puede tener tal entidad que genere en quien la sufre un estado de conmoción y alteración en su espíritu que exige –por un lado- evitar que se efectivice y –por otro- el deber de sancionarlo.
Además, estipula que la expresión «violencia y acoso por razón de género» alude a  aquella que va dirigida contra las personas por razón de su sexo o género, o que afecta de manera desproporcionada a personas de un sexo o género determinado, e incluye el acoso sexual.


Y agrega que, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados a) y b) del párrafo 1 del presente artículo, la violencia y el acoso pueden definirse en la legislación nacional como un concepto único o como conceptos separados.


Por el momento no existe una norma general que se refiera a la violencia y el acoso,  solo está definida la figura en la ley 26485, art. 5, cuando se define la violencia laboral contra las mujeres, es decir, estrictamente en referencia a las mujeres. No obstante ello, algunos regímenes legales referidos al empleo público provincial o municipal sí han definido y sancionado esta figura, al igual que algunos convenios colectivos de trabajo.


Por último, corresponde mencionar que la LCT, en diversas disposiciones, prohíbe el trato discriminatorio, consagra el principio de igualdad y establece que el ejercicio de los poderes de la empresa tiene un límite infranqueable en la “dignidad de la persona humana” (arts. 17, 81, 64 a 66, entre otros). 

3.- Ámbito de aplicación 

En cuanto a las personas alcanzadas por la protección, el art. 2, menciona a: 
· Trabajadores, trabajadoras y otras personas en el mundo del trabajo, asalariados o cualquiera sea su situación contractual

· Pasantes, aprendices o en formación

· Trabajadores y trabajadoras despedidos y despedidas, voluntarios y voluntarias, personas en busca de empleo, postulantes a un empleo

· Personas que ejercen la autoridad, las funciones o responsabilidades del empleador o empleadora

El convenio se aplica tanto al sector público como al privado, de la economía formal o informal y en zonas urbanas o rurales.

El examen de las personas comprendidas por el Convenio 190 OIT, conforme lo dispuesto por el reseñado art. 2 es amplio, toda vez que no se circunscribe a la condición de trabajador o trabajadora dependiente, sino que están alcanzadas también las personas que se encuentran en búsqueda de un puesto de trabajo
, etapa extremadamente sensible pues se trata una persona que pretende ingresar a un puesto de trabajo y que en ese contexto puede ser que se la interrogue acerca de cuestiones de su vida privada, o datos sensibles, o a diferentes formas de maltrato o acoso, respecto de las cuales poner un límite puede significarle no ser contratada. O puede tratarse de una persona que está vinculada por otro tipo de contratación como las pasantías, el aprendizaje, los contratos formativos y que, tal vez por esa razón, aspira a alcanzar en algún momento el rango de dependiente o asalariado, a ser efectivizado y esa circunstancia podría operar como un condicionamiento significativo. Y, también proyecta sus efectos el Convenio 190 OIT, hacia aquellas personas que ya no están unidas por un vínculo laboral con la empresa, sino que fueron despedidas.         

El art. 3 del convenio establece que se aplica a la violencia y el acoso en el mundo del trabajo o como resultado del mismo: 

· En el lugar de trabajo, tanto espacios públicos como privados

· En los lugares donde se paga, o toma su descanso, o come, o en los que utiliza instalaciones sanitarias, de aseo y vestuarios. 

·  en desplazamientos, viajes, eventos o actividades sociales o de formación 

· En el marco de las comunicaciones vinculadas con el trabajo, incluso las realizadas por medio de tecnologías de la información y de la comunicación

· En el alojamiento proporcionado por el empleador

· En los trayectos entre el domicilio y el lugar de trabajo 

Como ya adelanté el concepto “mundo del trabajo” es más amplio que lugar de trabajo o ámbito de trabajo, pues proyecta sus efectos sobre los traslados o el trayecto denominado “in itinere”, los lugares de alojamiento, de aseo, en eventos de tipo sociales y fuera de la empresa, de formación o capacitación, entre otros; incluso, a través de las comunicaciones o de los medios tecnológicos.

4.- Principios fundamentales 

El art. 4 establece que todo Miembro que ratifique el Convenio deberá:

1) Respetar, promover y asegurar el disfrute del derecho de toda persona a un mundo del trabajo libre de violencia y acoso. 

2) Adoptar, de conformidad con la legislación y la situación nacional y en consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores, un enfoque inclusivo, integrado y que tenga en cuenta las consideraciones de género para prevenir y eliminar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo. Este enfoque debería tener en cuenta, en particular: 
a) prohibir legalmente la violencia y el acoso; 
b) velar por que las políticas pertinentes aborden la violencia y el acoso; 
c) adoptar una estrategia integral a fin de aplicar medidas para prevenir y combatir la violencia y el acoso; 
d) establecer mecanismos de control de la aplicación y de seguimiento o fortalecer los mecanismos existentes; 
e) velar por que las víctimas tengan acceso a vías de recurso y reparación y a medidas de apoyo; 
f) prever sanciones; 
g) desarrollar herramientas, orientaciones y actividades de educación y de formación y actividades de sensibilización, en forma accesible, según proceda y 
h) garantizar que existan medios de inspección e investigación efectivos de los casos de violencia y acoso, incluyendo a través de la inspección del trabajo o de otros organismos competentes. 
Es decir, se remarca, como principio fundante del Convenio, que los estados miembros deben respetar, promover y asegurar a partir de su ratificación: el derecho de toda persona a un mundo del trabajo libre de violencia y acoso. 

Y, en consecuencia, los estados deberán adoptar un enfoque inclusivo, integrado y con perspectiva de género para prevenir y eliminar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo; a tal fin, en consonancia con el tripartismo que impera en el ámbito del organismo internacional, resulta significativa la consulta a las organizaciones representativas del sector empleador y de trabajadores y trabajadoras.    
Por otra parte, el art. 5, refuerza la idea de que estamos ante un Convenio sobre derechos humanos, establece que para prevenir y eliminar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo se deberá respetar los principios y derechos fundamentales del trabajo y, en particular, la libertad sindical y el fomento de la negociación colectiva, la eliminación del trabajo infantil, la eliminación del trabajo forzoso u obligatorio, la eliminación de la discriminación en el empleo y la ocupación y el fomento del trabajo decente y seguro.   

Es decir, no es posible hablar de eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, si no se respeta la libertad sindical y el principio de no discriminación, si no se realizan acciones concretas para la eliminación del trabajo infantil o del trabajo forzoso u obligatorio y, en definitiva, por fomentar el trabajo decente.
En este punto me parece significativo reseñar que, recientemente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la Opinión Consultiva OC-27/21 (5/5/2021) sobre derechos a la libertad sindical, negociación colectiva y huelga, y su relación con otros derechos, con perspectiva de género, concluyó que: Los Estados deben garantizar el derecho de las mujeres, en igualdad de circunstancias, a no ser objeto de actos de discriminación, y a participar de todas las asociaciones que se ocupen de la vida pública y política, incluyendo los sindicatos y las organizaciones de trabajadores y trabajadoras. Esto implica no establecer ningún tipo de trato injustificadamente diferenciado entre personas por su mera condición de mujer, y la obligación de los Estados de crear condiciones de igualdad real en el ejercicio de los derechos sindicales. La autonomía sindical no ampara medidas que limiten el ejercicio de los derechos sindicales de las mujeres dentro de los sindicatos, y por el contrario obliga a los Estados a adoptar medidas positivas que permitan a las mujeres gozar de una igualdad formal y material en el espacio laboral y sindical, en particular aquellas que combatan los factores estructurales que subyacen a la persistencia de estereotipos y roles de género, y que no permiten a las mujeres el pleno goce de sus derechos sindicales. Los Estados tienen la obligación de adecuar sus legislaciones y sus prácticas a las nuevas condiciones del mercado laboral, cualesquiera que sean los avances tecnológicos que producen dichos cambios, y en consideración a las obligaciones de protección de los derechos de los trabajadores y trabajadoras que impone el derecho internacional de los derechos humanos, y para ello deben fomentar la participación efectiva de representantes de los trabajadores y trabajadoras, y los empleadores y empleadoras, en el diseño de la política y legislación de empleo.
Un mundo de trabajo libre de violencia exige un cambio cultural que rompa con los estereotipos y con los preconceptos, pero fundamentalmente que elimine la amenaza permanente que significa la falta de estabilidad en el empleo
.  
 Según el art. 6 los estados miembros deberán adoptar legislación y políticas que garanticen el derecho a la igualdad y a la no discriminación en el empleo incluyendo:

· Trabajadoras

· Trabajadores y personas que integran uno o más grupos vulnerables  

· Trabajadores y personas que integran grupos en situación de vulnerabilidad, es decir, afectados de manera desproporcionada por la violencia y el acoso en el mundo del trabajo 
Al respecto, señalo que el art. 6 del convenio estipula que deberá dictarse una legislación que garantice el derecho a la igualdad y a la no discriminación en el empleo y, sobre el punto, corresponde recordar que además de las normas constitucionales (arts. 14 bis, 16, 37, 43, 75 inc. 22 e inc. 23 CN), las correspondientes a los tratados internacionales con jerarquía constitucional y demás instrumentos internacionales ya citados –incluidos los provenientes de la OIT-, la LCT –en particular, los arts. 17, 17 bis
, 81, entre otros-, también resultan de aplicación la ley 23592 y la ley 26485.   

Y, en tal sentido, resulta relevante recordar que para la protección de las trabajadoras, el art. 6 de la ley 26485, tipifica la violencia laboral contra las mujeres y, luego, el art. 35 establece la correspondiente sanción resarcitoria de los daños derivados de cualquiera de las formas de violencia, incluida la laboral. 

Asimismo, se debe resaltar que, la norma bajo examen se refiere a “trabajadores y personas que integran grupos vulnerables” y “trabajadores y personas en situación de vulnerabilidad”, en estos grupos además de las situación particular de las mujeres se puede pensar en las personas que integran grupos LGBTTIQ+, en trabajadoras y trabajadores migrantes, personas con enfermedades o discapacidad, migrantes, entre otras. Y, al respecto, en nuestro ordenamiento interno debemos mencionar que para facilitar la inserción al ámbito laboral de las personas que integran determinados grupos vulnerables o en situación de vulnerabilidad –entre otros- personas con discapacidad, que padecen determinadas enfermedades como la diabetes y la epilepsia o travestis y trans, se han dictado normas de protección especial que remarcan el derecho fundamental a no ser discriminado y que establecen a su favor medidas de acción positiva, tales como políticas de cupos para la contratación (leyes 22431, 24901, 23753, 25404, 26743, 27635, 27636 y sus modificatorias, entre otras). 

5.- Obligaciones de los Estados Miembro dirigidas hacia la protección y prevención      

El art. 7 establece que, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 1, todo Miembro deberá adoptar una legislación que defina y prohíba la violencia y acoso en el mundo del trabajo y, en particular, por razón de género. 

Pues bien, a partir de la ratificación del Convenio 190 y de su entrada en vigencia surge la obligación de legislar en el sentido ya indicado, en el caso de las normas de derecho interno argentino –tal como ya he dicho- no contemplan la figura de la violencia o el acoso laboral para la generalidad de las personas trabajadoras, aunque la ley 26485 sí la regula para el caso de la que está dirigida contra las mujeres.   

Luego el Convenio se refiere concretamente a las obligaciones de prevención que recaen sobre cada estado que ratifica el instrumento bajo examen y, en este punto, se debe remarcar la importancia de realizar acciones concretas para evitar que se produzca la violencia o acoso en el mundo del trabajo, especialmente porque afectan –ante todo- la dignidad humana de la persona que sufre estas repudiables prácticas.  

De tal forma, el art. 8, establece que todo Miembro deberá adoptar medidas apropiadas para prevenir la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, en particular: 

a) reconocer la importante función de las autoridades públicas en el caso de los trabajadores de la economía informal; 

b) identificar, en consulta con las organizaciones de empleadores y de trabajadores concernidas y por otros medios, los sectores u ocupaciones y las modalidades de trabajo en los que los trabajadores y otras personas concernidas están más expuestos a la violencia y el acoso, y 

c) adoptar medidas para proteger de manera eficaz a dichas personas. 

El art. 9 del Convenio establece que todo Miembro deberá adoptar una legislación que exija a los empleadores tomar medidas apropiadas y acordes con su grado de control para prevenir la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, incluidos la violencia y el acoso por razón de género, en particular, en la medida en que sea razonable y factible: 

a) adoptar y aplicar, en consulta con los trabajadores y sus representantes, una política del lugar de trabajo relativa a la violencia y el acoso; 

b) tener en cuenta la violencia y el acoso, así como los riesgos psicosociales asociados, en la gestión de la seguridad y salud en el trabajo; 

c) identificar los peligros y evaluar los riesgos de violencia y acoso, con participación de los trabajadores y sus representantes, y adoptar medidas para prevenir y controlar dichos peligros y riesgos, y 

d) proporcionar a los trabajadores y otras personas concernidas, en forma accesible, según proceda, información y capacitación acerca de los peligros y riesgos de violencia y acoso identificados, y sobre las medidas de prevención y protección correspondientes, inclusive sobre los derechos y responsabilidades de los trabajadores y otras personas concernidas en relación con la aplicación de la política mencionada en el apartado a) del presente artículo.


A esta altura no resulta ocioso recordar que tanto la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres (conocida como “Convención de Belem Do Pará”), así como la ya citada ley 26485 ponen a cargo del estado la obligación de proteger y prevenir la violencia contra las mujeres, incluida la violencia laboral. 


Por lo demás, corresponde destacar que el convenio vuelve sobre la importancia de la consulta y participación de las asociaciones representativas del sector empresarial y de las trabajadoras y los trabajadores en la elaboración y diseño de las políticas o estrategias para prevenir la violencia de género y aquí resulta evidente el rol central que tendrá la acción sindical, especialmente a través de  la negociación colectiva. 

También resulta innegable el rol que a los sindicatos le cabe en esta lucha, pues a través de la acción sindical y de la negociación colectiva se pueden incorporar nuevos mecanismos de protección, a la par que llevar adelante campañas de sensibilización y concientización al interior de los lugares de trabajo y, en definitiva, propiciar planes concretos de acción y prevención en la materia.

La actividad sindical ocupa un lugar preponde​rante en la lucha contra la violencia en el ámbito de las relaciones laborales. La negociación colecti​va con la participación de todas las partes involu​cradas y en particular de la mujer, pero en paridad de género, posee la fuerza suficiente para obtener respuestas adecuadas que revitalicen el derecho de toda persona a contar con un trabajo decente, a vivir una vida digna y sin condicionamientos
.

Y, finalmente, se debe poner de resalto que resulta indispensable identificar y prevenir los riesgos del trabajo –de cualquier índole, incluidos los psicosociales-, con miras a resguardar el principio de “indemnidad” de la persona trabajadora y darle contenido al deber de seguridad consagrado por el art. 75 LCT. 

6.- Obligaciones de los Estados Miembros, garantizar: el control del cumplimiento del Convenio,  vías recursivas para reclamar, denunciar e investigar y para reparar los daños.

A tenor de lo dispuesto por el art. 10 del Convenio 190 OIT, todo Miembro deberá adoptar medidas apropiadas para: 
a) hacer un seguimiento y controlar la aplicación de la legislación nacional relativa a la violencia y el acoso en el mundo del trabajo; 

b) garantizar un fácil acceso a vías de recurso y reparación apropiadas y eficaces y a mecanismos y procedimientos de notificación y de solución de conflictos en los casos de violencia y acoso en el mundo del trabajo, que sean seguros, equitativos y eficaces, tales como: 

i) procedimientos de presentación de quejas e investigación y, si procede, mecanismos de solución de conflictos en el lugar de trabajo; 

ii) mecanismos de solución de conflictos externos al lugar de trabajo; 

iii) juzgados o tribunales; 

iv) medidas de protección de los querellantes, las víctimas, los testigos y los informantes frente a la victimización y las represalias, y 

v) medidas de asistencia jurídica, social, médica y administrativa para los querellantes y las víctimas;

c) proteger la privacidad de las personas implicadas, así como la confidencialidad, en la medida de lo posible y según proceda, y velar por que estos requisitos no se utilicen de manera indebida; 

d) prever sanciones, cuando proceda, para los casos de violencia y acoso en el mundo del trabajo; 

e) prever que las víctimas de violencia y acoso por razón de género en el mundo del trabajo tengan acceso efectivo a mecanismos de presentación de quejas y de solución de conflictos, asistencia, servicios y vías de recurso y reparación que tengan en cuenta las consideraciones de género y que sean seguros y eficaces; 

f) reconocer los efectos de la violencia doméstica y, en la medida en que sea razonable y factible, mitigar su impacto en el mundo del trabajo; 

g) garantizar que todo trabajador tenga el derecho de alejarse de una situación de trabajo sin sufrir represalias u otras consecuencias indebidas si tiene motivos razonables para considerar que ésta presenta un peligro grave e inminente para su vida, su salud o su seguridad a consecuencia de actos de violencia y acoso, así como el deber de informar de esta situación a la dirección, y 

h) velar por que la inspección del trabajo y otras autoridades pertinentes, cuando proceda, estén facultadas para actuar en caso de violencia y acoso en el mundo del trabajo, incluyendo el dictado de órdenes que requieran la adopción de medidas de aplicación inmediata, o que impongan la interrupción de la actividad laboral en caso de peligro inminente para la vida, la salud o la seguridad de los trabajadores, a reserva de cualquier recurso judicial o administrativo que pueda prescribir la legislación.


En este punto considero significativo remarcar que, en los términos del Convenio 190 se debe garantizar el “Acceso a la Justicia”, pero también el “Acceso a Justicia”, entendida esta última como un concepto más amplio ya que incluye una gran variedad de soluciones alternativas de disputas; en particular, destinadas a garantizar el acceso a justicia de las poblaciones más vulnerables, a través de propiciar una variedad de métodos de resolución alternativa de conflictos con el objeto de que los propios afectados puedan encontrar vías de solución de disputas sin necesidad de que ello implique la apertura de un proceso judicial. Ahora bien, en este aspecto la norma bajo examen colisiona con el art. 28 de la ley 26485 que veda la conciliación y la mediación. En similar sentido, se pueden consultar las 100 Reglas de Brasilia para el acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad (Capítulo II, Sección 5).    


Por otra parte, en lo atinente a la tramitación de estos reclamos la norma en cuestión contiene algunos postulados que caracterizan el proceso judicial, a saber: tramitación ante juzgados o tribunales especializados, asesoramiento jurídico especializado, medidas de protección especial de la persona denunciante, víctima o testigos para que no sufran persecución o represalia alguna, proteger la privacidad de las personas involucradas y garantizar la confidencialidad –en la medida que las características del caso lo permitan-, celeridad, consagrar sanciones para los supuestos de violencia y acoso, garantizar el derecho de alejarse de una situación de trabajo sin sufrir represalias u otras consecuencias indebidas si tiene motivos razonables para considerar que ésta presenta un peligro grave e inminente para su vida, su salud o su seguridad a consecuencia de actos de violencia y acoso, facultar a las autoridades para ordenar medidas de aplicación inmediata, o que impongan la interrupción de la actividad laboral en caso de peligro inminente para la vida, la salud o la seguridad de los trabajadores. Lineamientos similares se observan en el art. 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará), en los arts. 2 y 16 de la ley 26.485 y en las 100 Reglas de Brasilia para el acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad; aspectos sobre los que volveremos en el apartado dedicado a la Recomendación 206.  
IV. LA RECOMENDACIÓN DE LA OIT NRO. 206 

1.-Consideraciones generales y principios fundamentales


Ante todo, corresponde recordar que las recomendaciones de la OIT tienen una naturaleza jurídica y obligatoriedad diferente que los convenios aprobados en el seno del referido organismo. 


Ello así, por cuanto los Convenios están sujetos a ratificación por los Estados Miembros los que tienen el deber de llevar sus disposiciones a su legislación interna, a excepción de lo dicho anteriormente respecto de la Declaración sobre los principios y derechos fundamentales del trabajo del año 1998. En tanto que las Recomendaciones constituyen una expresión de deseos de mejoramiento de las legislaciones de cada país, que proviene del organismo y no se somete a ratificación
. 


Por otra parte, la Recomendación 206 de la OIT, en el ap. I, a fin de adoptar el enfoque inclusivo, integrado y que tenga en cuenta las consideraciones de género que prevé el párrafo 2 del art. 4 del Convenio 190, establece que los Miembros en su legislación interna deben abordar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo desde la perspectiva de la seguridad y salud en el trabajo, conforme los Convenios Nro. 155 y 187 OIT.  

También desde la plena vigencia de la libertad sindical y el efectivo reconocimiento del derecho a la negociación colectiva, de conformidad con los Convenios Nro. 87 y 98 de la OIT.  



Y, en tal sentido, los Miembros deberían adoptar medidas apropiadas a fin de: 

a) fomentar el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva a todos los niveles como medio para prevenir y abordar la violencia y el acoso y, en la medida de lo posible, mitigar el impacto de la violencia doméstica en el mundo del trabajo, y 

b) apoyar dicha negociación colectiva mediante la recopilación y divulgación de información sobre las tendencias y buenas prácticas con respecto al proceso de negociación y al contenido de los convenios colectivos. 

Asimismo, los Miembros deberían velar para que las disposiciones sobre violencia y acoso tengan en cuenta los Convenios 100 y 111 de la OIT y las Recomendaciones 90 y 111 OIT. 

2.- Protección y prevención 


En este aspecto, además de tener en cuenta los instrumentos ya mencionados (Convenios 115 y 187 OIT), el art. 7 de la Recomendación remarca la importancia de la participación de trabajadores y trabajadoras y sus representaciones sindicales –en línea con el tripartismo que caracteriza al organismo- en la elaboración, aplicación y seguimiento de la política específica de cada lugar de trabajo (por ejemplo, protocolos de actuación o manuales de buenas prácticas), de acuerdo a los siguientes postulados: 

a) afirmar que la violencia y el acoso no serán tolerados

b)   establecer programas de prevención de la violencia y el acoso, si procede, con objetivos medibles

c) Definir los derechos y las obligaciones de cada una de trabajadores y trabajadoras y de la empresa

d) Contener información sobre los procedimientos de presentación e quejas e investigación

e) Prever que todas las comunicaciones internas y externas relacionadas con incidentes de violencia y acoso se tengan debidamente en consideración y se adopten las medidas correspondientes

f) Definir el derecho de las personas a la privacidad y la confidencialidad, conforme lo dispone el art. 10 pto c) del Convenio, manteniendo un equilibrio con el derecho de trabajadores y trabajadoras de estar informados de todos los riesgos

g) Incluir medidas de protección de las personas denunciantes, víctimas, testigos e informantes frente a la victimización y las represalias

La Recomendación remarca que las evaluaciones de riesgo en el lugar de trabajo, conforme el art. 9 pto c) del Convenio deberían tener en cuenta los factores que aumentan las probabilidades de violencia y acoso, incluyendo los peligros y riesgos psicosociales. En particular, aquellos que se deriven de las condiciones y modalidades de trabajo, la organización del trabajo y de la gestión de los recursos humanos; las que impliquen a terceros como clientes, proveedores de servicios, usuarios, pacientes y el público; o se deriven de la discriminación, el abuso de las relaciones de poder y las normas de género, culturales y sociales que fomentan la violencia y el acoso.

Todo ello, en consonancia con lo que señalaba en el inicio respecto del impacto diferencial que las relaciones de subordinación tienen en situaciones de acoso y violencia en cualquier ámbito y, en particular, en el mundo del trabajo que –como hemos dicho ya- se caracteriza por la subordinación y dependencia de una de las partes respecto de la otra.   

Por otra parte, la Recomendación establece que se deberían adoptar medidas apropiadas para tutelar los siguientes grupos, actividades y situaciones que identifica como más sensibles o predispuestas al acoso y la violencia en el mundo del trabajo: sectores u ocupaciones y modalidades de trabajo más expuestos a la violencia y el acoso, tales como el trabajo nocturno, el trabajo que se realiza de forma aislada, el trabajo en el sector de la salud, la hotelería, los servicios sociales, los servicios de emergencia, el trabajo doméstico, el transporte, la educación y el ocio; los trabajadores migrantes y particularmente las trabajadoras migrantes, con independencia de su estatus migratorio; entre otros. 

A esta altura, no se puede soslayar que la mayoría de las actividades mencionadas o identificadas en el apartado anterior tienen “rostro de mujer” o están altamente “feminizadas”, es decir, son mayoritariamente desempeñadas por mujeres, de ahí la importancia de adoptar medidas especiales de prevención del acoso o violencia en el mundo del trabajo. 

Por último, en este aspecto, la Recomendación establece, además, que se debería facilitar la transición de la economía informal a la formal; velar por que las medidas de prevención de la violencia y el acoso no resulten en la restricción ni la exclusión de la participación de las mujeres o los grupos vulnerables o en situación de vulnerabilidad, mencionados por el art. 6 del Convenio.   

 3.- Vías de reparación y asistencia


Hasta aquí hemos analizado en qué consiste la violencia o acoso en el mundo del trabajo, a quienes afecta de manera diferenciada o en forma particular, la importancia de prevenirla y como avanzar en ese sentido. A esta altura, corresponde centrarnos en como se reparan las consecuencias derivadas de la violencia y acoso en el mundo del trabajo. 


Y, en este punto, resulta significativo recordar que en el tópico es de aplicación el art. 19 C.N. que tutela el derecho a la intimidad y consagra el deber de reparar el daño causado a terceros.

Al decir de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos “Gunther, Fernando R. c/ Estado Nacional” (5/8/86) y “Santa Coloma, Luis I. y otros c/ Ferrocarriles Argentinos“ (5/8/86), el art. 19 CN confiere arraigo constitucional al principio que prohíbe causar perjuicio a los derechos de terceros y que el principio alterum non laedere, entrañablemente vinculado a la idea de la reparación, tiene raíz constitucional y la reglamentación que hace el Código Civil en cuanto a las personas y las responsabilidades consecuentes no las arraiga con carácter exclusivo y excluyente en el derecho privado, sino que expresa un principio general que regula cualquier disciplina jurídica.


Por lo demás, el alto tribunal en “Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A. s/ accidentes ley 9688” (21/9/04), dijo que el valor de la vida humana no resulta apreciable con criterios exclusivamente económicos. Tal concepción materialista debe ceder frente a una comprensión integral de los valores materiales y espirituales, unidos inescindiblemente en la vida humana y a cuya reparación debe, al menos, tender la justicia. No se trata, pues, de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad económica de las víctimas, lo que vendría a instaurar una suerte de justicia distributiva de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según su capacidad de producir bienes económicos con el trabajo. Resulta incuestionable que en tales aspectos no se agota la significación de la vida de las personas, pues las manifestaciones del espíritu no son susceptibles de medida económica integran también aquel valor vital de los hombres. La Corte también tiene juzgado, dentro del antedicho contexto del Código Civil y con expresa referencia a un infortunio laboral, que la reparación también habrá de comprender, de haberse producido, el "daño moral". Más aún, la incapacidad debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable. No sólo cabe justipreciar el aspecto laboral sino también las consecuencias que afecten a la víctima, tanto desde el punto de vista individual como desde el social, lo que le confiere un marco de valoración más amplio; incluso corresponde indemnizar la pérdida de "chance", cuando el accidente ha privado a la víctima de la posibilidad futura de ascender en su carrera.  

Cualquier manifestación de violencia –en mi opinión- trae aparejadas dolorosas y múltiples consecuencias y cuando se verifica en el ámbito laboral acarrea para la persona que trabaja daños de diferente índole (físico, moral, espiritual, económico, etc.) 
. Múltiples son los daños que puede originar cualquier manifestación de violencia en el ámbito laboral, tanto económicos (pérdida del ingreso salarial o del puesto de trabajo), como físicos (las innumerables afecciones que pueden afectar al dependiente como consecuencia de un ambiente hostil de trabajo), psíquicos (por ejemplo, patologías derivadas del stress laboral) y, fundamentalmente, morales (por la violación a la dignidad humana). 

Además de los perjuicios en la integridad psicofísica del/a dependiente puede repercutir en forma negativa en su vida familiar, de relación y en su desarrollo y rendimiento en el ámbito laboral, pero su consecuencia más repudiable, y que se encuentra siempre presente, es la vulneración de la dignidad humana y el indiscutible daño moral que de ello se deriva.  

En tal sentido, la ley 23592 establece que la persona víctima de un acto o conducta discriminatoria puede pedir se disponga el “cese”
 y la reparación de todos los daños y perjuicios derivados. 

Con anterioridad a la ley 26.485, en la jurisprudencia no había acuerdo respecto de los alcances de la reparación y su fundamento jurídico en los supuestos de violencia o acoso en el trabajo; situación que se derivaba –entre otras razones- de la ausencia de norma específica y la reticencia de cierto sector de la doctrina y la jurisprudencia a aplicar normas generales y/o de rango constitucional, especialmente con respecto a la declaración de nulidad del acto lesivo de un derecho fundamental (en el caso concreto de los despidos la condena a reinstalar) y/o la viabilidad de la reparación integral de los daños derivados del trabajo. 
Estas discrepancias, en mi opinión fueron zanjadas por la ley 26485 de protección integral de las mujeres frente a todas las formas de violencia, incluida la laboral; ya que el art. 35 de la ley establece que la parte damnificada podrá reclamar la reparación civil por los daños y perjuicios, según las normas comunes que rigen la materia, lo que constituye otro aspecto central de la ley. 


La referida disposición sigue el sendero abierto por la ley 23.592 con relación a la sanción de los actos y conductas discriminatorias y realizó un aporte significativo al debate en torno a la reparación de las consecuencias dañosas derivadas de conductas tan repudiables como la discriminación y la violencia en las relaciones interpersonales –incluidas las laborales-
. Resulta muy valioso el reconocimiento expreso del derecho a la reparación integral de los daños y perjuicios derivados de las distintas modalidades de violencia contra la mujer identificadas por la ley.


En el caso “Alvarez Maximiliano y otros c/ Cencosud S.A. s/ acción de amparo” (7/12/10), el más alto tribunal convalidó la aplicación de la ley 23592 a despidos discriminatorios y sostuvo que el principio de igualdad de trato y no discriminación acarrea  “… obligaciones erga omnes de protección que vinculan a todos los Estados y a los particulares. Respecto de los primeros, dichas obligaciones, así como les imponen un deber de abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto, también les exigen la adopción de medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, lo cual implica, inter alia, el ejercicio de un deber especial de protección con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que bajo su tolerancia o aquiescencia, crean, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias. … pesa sobre el Estado, independientemente de cualquier circunstancia o consideración, la obligación de no tolerar situaciones de discriminación en perjuicio de los trabajadores en las relaciones laborales privadas, ni permiten que los empleadores violen los derechos de los trabajadores o que la relación contractual vulnere los estándares mínimos internacionales. ... la ley 23.592, reglamenta directamente un principio constitucional de la magnitud del art. 16 de la Constitución Nacional... sobre todo cuando, por un lado, la hermenéutica del ordenamiento infraconstitucional debe ser llevada a cabo con ‘fecundo y auténtico sentido constitucional’... y, por el otro, el trabajador es un sujeto de ‘preferente tutela’ por parte de la Constitución Nacional... la reinstalación guarda singular coherencia con los principios que rigen a las instancias jurisdiccionales internacionales en materia de derechos humanos … El objetivo primario de las reparaciones (remedies) en materia de derechos humanos, es preciso destacarlo, debería ser la rectificación o restitución en lugar de la compensación; esta última sólo proporciona a la víctima algo equivalente a lo que fue perdido, mientras que las primeras reponen precisamente lo que le fue sacado o quitado … sólo un entendimiento superficial del art. 14 bis C.N. llevaría a que la ‘protección contra el despido arbitrario’ implicara una suerte de prohibición absoluta y permanente a toda medida de reinstalación. … admitir que los poderes del empleador determinen la medida y alcances de los derechos humanos del trabajador importaría, pura y simplemente, invertir la legalidad que nos rige como Nación organizada y como pueblo esperanzado en las instituciones, derechos, libertades y garantías que adoptó a través de la Constitución Nacional. Por el contrario, son dichos poderes los que habrán de adaptarse a los moldes fundamentales que representan la Constitución Nacional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos…”. 


Por otra parte, no debemos soslayar la triple función que cumple el sistema de responsabilidad civil: a) Preventiva (arts. 1710 y sigs. CCyCN); b) Disuasiva (art. 1715 CCyCN) y c) Resarcitoria (arts. 1716 y sigs. CCyCN). 


En nuestro ordenamiento interno, la función preventiva tiene su origen contractual en el deber de seguridad, contenido en el art. 75 L.C.T. y en las demás normas de higiene y seguridad en el trabajo. En tanto que, en el derecho común, toda persona tiene el deber en cuanto de ella dependa de: a) evitar el daño no justificado; b) adoptar de buena fe y conforme las circunstancias las medidas razonables para evitar que se produzca un daño o disminuir su magnitud, si tales medidas evitan o disminuyen la magnitud de un daño del cual un tercero sería responsable; c) no agravar el daño si ya se produjo (art. 1710 CCyCN). La responsabilidad de prevención del daño recae sobre el empleador pero no es exclusiva. La acción preventiva está regulada en el art. 1711 CCyCN. La legitimación para accionar surge del art. 1712 CCyCN a favor de “quienes acrediten un interés razonable en la prevención del daño”. Es decir, la sola “amenaza” dispara el sistema de reparación en el régimen del CCyCN. Se consagra el deber de accionar para evitar que el daño ocurra. Se transforma en acción lo que antes era meramente un control. La sentencia que admite la acción preventiva debe disponer a pedido de parte o de oficio, en forma definitiva o provisoria, obligación de dar hacer o no hacer (art. 1713 CCyCN). “Cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas mayor es la diligencia exigible al agente y la valoración de la previsibilidad de las consecuencias” (art. 1725 CCyCN).   


Pues bien, la Recomendación en su art. 14 establece que las vías de reparación consagradas en el art. 10 pto. b del Convenio podrían comprender: 

a) el derecho a dimitir y percibir una indemnización

b) la readmisión del trabajador

c) una indemnización apropiada por los daños resultantes

d) la imposición de órdenes de aplicación inmediata para velar por que se ponga fin a determinados comportamientos o se exija la modificación de las políticas o prácticas y

e) el pago de los honorarios de asistencia letrada y costas, de conformidad con la legislación y las prácticas nacionales.


Es decir, el art. 14 de la Recomendación, en mi opinión, señala vías de reparación de las consecuencias derivadas del acoso o la violencia en el mundo del trabajo que están en línea con las posibilidades que emergen del art. 1 de la ley 23592 y el art. 35 de la ley 26485, tanto en lo relativo al “derecho a dimitir y percibir una indemnización” o a “una indemnización apropiada por los daños resultantes” que, conforme los principios rectores señalados anteriormente, debe ser integral y abarcar todos los daños incluidos el daño moral, el daño al proyecto de vida –entre otros- y la “readmisión”, con los alcances que en el ya citado caso “Alvarez” se le asignó a la reinstalación en el puesto del trabajo.   


Además, la disposición bajo análisis señala que deben implementarse órdenes de aplicación inmediata dirigidas a poner fin a determinados compromisos, lo que nos lleva al ámbito de los procesos urgentes
, particularmente, medidas cautelares, medidas autosatisfactivas o tutela anticipada y, al respecto, no se puede soslayar que nuestro ordenamiento de rito nacional sólo regula las medidas cautelares, sin perjuicio de ello la jurisprudencia pretoriamente ha admitido las otras medidas mencionadas en circunstancias de urgencia y a fin de evitar la causación de un daño o que se produzca una situación de muy difícil o imposible reparación ulterior. 


Por su parte, el art. 16 de la Recomendación establece que los mecanismos de queja y de solución de conflictos mencionados en el art. 10 e) del Convenio deberían comprender medidas tales como: 

a) tribunales con personal especializado en asuntos de violencia y acoso por razón de género

b) una tramitación diligente y eficiente de los casos

c) asistencia y asesoramiento jurídicos para los denunciantes y las víctimas

d) guías y otros medios de información disponibles y accesibles en los idiomas de uso corriente en el país y

e) la inversión de la carga de la prueba, si procede en procedimientos distintos de los penales

Sobre esta cuestión, creo significativo poner de resalto que la capacitación y especialización en temas de violencia y acoso, en particular de género, es crucial para garantizar que el proceso sea eficiente, eficaz, sin revictimización de quien sufrió violencia o acoso laboral y, además, incumbe a todas las personas que intervengan en la tramitación de la causa, sea la magistratura y el plantel de la dependencia judicial, sea las personas que le brindan asistencia o asesoramiento jurídico a la víctima, entre otros.  


Otro aspecto relevante de la disposición bajo examen se refiere a la “inversión de la carga probatoria”, pues no se puede soslayar que en situaciones de “violencia”, “acoso” o  “discriminación” la acreditación de los hechos suele ser muy difícil, pues en general son prácticas que aparecen solapadas o disimuladas bajo otra apariencia o no se realizan en presencia de testigos. De modo que, si no se adopta algún sistema que atienda a dichas dificultades las protecciones establecidas por las normas nacionales e internacionales se tornan abstractas. Por ello, “indicios”, “presunciones hominis”, “principio de cooperación y buena fé procesal” o “teoría de las cargas dinámicas “probatorias” han sido recursos judiciales para dar respuesta a las dificultades señaladas. 
Sentado ello, recuerdo que el CPCCN establece que “las presunciones no establecidas por ley constituirán prueba cuando se funden en hechos reales y probados y cuando por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica. La conducta observada por las partes durante la sustanciación del proceso podrá constituir un elemento de convicción corroborante de las pruebas, para juzgar la procedencia de las respectivas pretensiones” (art. 163 inc. 5). Y que, diversas disposiciones de la LCT resultan aplicables a esta temática, pues establecen que “… Si la duda recayese en la interpretación o alcance de la ley o en la apreciación de la prueba en los casos concretos, los jueces o encargados de aplicarla se decidirán en el sentido más favorable al trabajador” (art. 9), “Cuando una cuestión no pueda resolverse por aplicación de las normas que rigen el contrato o por las leyes análogas se decidirá conforme a los principios de la justicia social, a los generales del derecho del trabajo, la equidad y la buena fé”  (art. 11) y que “Las desigualdades que creara esta ley a favor de una de las partes, sólo se entenderán como forma de compensar otras que de por sí se dan en la relación” (art. 17 Bis)

  Por otra parte, el art. 16 de la ley 26485 establece que los organismos del Estado deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento judicial o administrativo los siguientes derechos y garantías: a) la gratuidad de las actuaciones judiciales y del patrocinio jurídico preferentemente especializado; b) obtener una respuesta oportuna y efectiva; c) ser oída personalmente por el juez y por la autoridad administrativa competente; d) que su opinión sea tenida en cuenta al momento de arribar a una decisión que la afecte; e) recibir protección judicial urgente y preventiva cuando se encuentren amenazados o vulnerados cualquiera de los derechos enunciados en el artículo 3º de la presente ley; f) la protección de su intimidad, garantizando la confidencialidad de las actuaciones; g) participar en el procedimiento recibiendo información sobre el estado de la causa; h) recibir un trato humanizado, evitando la revictimización; i) la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quienes son sus naturales testigos; j) oponerse a la realización de inspecciones sobre su cuerpo por fuera del estricto marco de la orden judicial. En caso de consentirlas y en los peritajes judiciales tiene derecho a ser acompañada por alguien de su confianza y a que sean realizados por personal profesional especializado y formado con perspectiva de género; k) contar con mecanismos eficientes para denunciar a los funcionarios por el incumplimiento de los plazos establecidos y demás irregularidades. Tras la lectura del art. 16 de la ley 26485 resulta evidente que está en consonancia con los postulados sentados por la OIT en el art. 10 del Convenio 190 y en el art. 16 de la Recomendación 206. Particularmente, en lo relativo a las cuestiones procesales la ley 26485 remarca el principio de amplitud probatoria y la necesidad de tener en cuenta las circunstancias especiales en que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus testigos naturales.  

Finalmente, corresponde recordar que la CSJN, en la causa “Pellicori” (15/11/2011), ha dicho que “...corresponde tomar en consideración el corpus iuris elaborado por los comités de derechos humanos ...que se proyecta decididamente sobre la ley 23.592 en cuanto a su régimen probatorio en situaciones en las que se controvierte el motivo real de un acto particular tildado de discriminatorio. ...reducir el grado de convicción que, respecto de la existencia del motivo discriminatorio, debe generar la prueba que recae sobre quien invoca ser víctima de dicho acto.  ...modular... la distribución de la carga de la prueba y la medida en que ésta pesa sobre el demandado al que se imputa la responsabilidad por el mencionado acto. ...ambas reglas parten de un dato realista: las serias dificultades probatorias por las que regularmente atraviesan dichas víctimas para acreditar, mediante plena prueba, el aludido motivo...”. 
Posteriormente, en el caso “Sisnero” (20/5/14), sostuvo que “…la discriminación no suele manifestarse de forma abierta y claramente identificable; de allí que su prueba con frecuencia resulte compleja. Lo más habitual es que la discriminación sea una acción más presunta que patente, y difícil de demostrar ya que normalmente el motivo subyacente a la diferencia de trato está en la mente de su autor … Para compensar estas dificultades … el Tribunal ha elaborado el estandar probatorio aplicable a estas situaciones. … para la parte que invoca un acto discriminatorio es suficiente con la acreditación de hechos que, prima facie evaluados, resulten idóneos para inducir su existencia, caso en el cual corresponderá al demandado, a quien se reprocha la comisión del trato impugnado, la prueba de que éste tuvo como causa un motivo objetivo y razonable ajeno a toda discriminación”. 
Ahora bien, del análisis del caso “Varela” (4/9/2018) y el caso “Fontana” (8/4/21) parece desprenderse alguna atenuación a la aplicación de la “teoría de las cargas dinámicas probatorias”. Ello así porque el alto tribunal federal sostuvo “Que esta Corte ha señalado cuál es el estándar de prueba aplicable cuando se discute la existencia de medidas discriminatorias en el marco de una relación de empleo dada la notoria dificultad, por la particularidad de estos casos, de considerar fehacientemente acreditada la discriminación ("Pellicori", Fallos: 334:1387, "Sisnero", Fallos: 337:611). Según dicho estándar, cuando se discute si la medida obedece a un motivo discriminatorio, la existencia de dicho motivo se considerará probada si el interesado acredita de modo verosímil que la medida fue dispuesta por esa razón y, en ese caso, el demandado no prueba que responde a un móvil ajeno a toda discriminación. Este estándar probatorio fijado por el Tribunal es aplicable en la presente causa, en la que se discute si ha existido un despido motivado por razones sindicales en los términos de la ley 23.551 o fundado en una opinión gremial en los términos de la ley 23.592, y adquiere contornos específicos en función de lo que estas leyes disponen. …tal como surge del estándar de "Pellicori", quien alega la existencia de un motivo discriminatorio debe mostrar prima facie o verosímilmente que estaba llevando a cabo una actividad protegida por las normas que invocó. No cualquier actividad u  opinión en el ámbito laboral es de carácter sindical o gremial. Así, quien invoca un despido discriminatorio en los términos de la ley 23.551 debe mostrar verosímilmente que realizaba una actividad sindical específicamente protegida en dicha ley. Más aún, el interesado debe acreditar de modo verosímil que estaba ejerciendo una actividad protegida en dicha ley de modo regular. …”; y que “la existencia del motivo discriminatorio se considerará probada si el interesado demuestra, de modo verosímil, que la medida fue dispuesta por ese móvil, caso en el cual corresponderá al demandado, a quien se reprocha la comisión del trato impugnado, la prueba de que el trato dispensado no obedeció al motivo discriminatorio reprochado. Bastará que demuestre que el distracto se dispuso por cualquier otro motivo, de la naturaleza que fuere. La única limitación es que la rescisión no responda a 
los móviles discriminatorios proscriptos…”. 

En definitiva, el camino que señalan el Convenio 190 y la Recomendación 206 respecto de los requisitos exigidos para acreditar “violencia y acoso en el mundo del trabajo” es concreto y está en consonancia con el resto de los postulados vinculados a la forma de tramitación de estas causas: inversión de la carga probatoria.  

Por último, en el art 17 de la Recomendación se aconseja la adopción de diversas medidas de apoyo y asistencia a las personas víctimas de violencia y acoso en el mundo del trabajo y, en particular, por razón de género, tal el caso de aquellas dirigidas a reincorporarse al mundo del trabajo, servicio de asesoramiento y de asistencia de emergencia, atención telefónica disponible las 24 hs., atención y tratamientos médicos y apoyo psicológico, centros de acogida y unidades especializadas de la policía o agentes con formación específica. Y, en el art. 18, para mitigar el impacto de la violencia doméstica en el mundo del trabajo, conforme lo previsto por el art. 10,f) del Convenio, se propone incluir: licencia para las víctimas de violencia doméstica; modalidades de trabajo flexible;  protección para las víctimas de violencia doméstica y, en particular,  protección temporal contra el despido, salvo que el motivo no esté relacionado con la violencia doméstica y sus consecuencias; un sistema de orientación hacia mecanismos públicos de mitigación de la violencia doméstica; sensibilización sobre los efectos de la violencia doméstica. 

Aspectos estos últimos en los que, dados los alarmantes resultados que arrojan las estadísticas relativas a la violencia de género y, en especial, la doméstica, resulta acuciante dar respuestas concretas (sea legislativas o sea a través de políticas públicas concretas) para asistir y contener en la emergencia y para reducir su impacto en la prestación de tareas y tutelar la permanencia en el puesto de trabajo.    

4.- Orientación, formación y sensibilización


Finalmente, el art. 23 de la Recomendación, recogiendo la idea expresada al inicio de esta disertación, a fin de modificar y erradicar los prejuicios y estereotipos –en particular los de género- y producir el cambio cultural necesario para erradicar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, propone que los Miembros financien, elaboren, apliquen y difundan: 

a) programas destinados a abordar aquellos factores (como la discriminación, el abuso de las relaciones de poder y las normas de género, culturales y sociales) que aumentan la probabilidad de violencia y acoso en el mundo del trabajo
b) programas de formación que integren las consideraciones de género para asistir a jueces, inspectores de trabajo, agentes de policía, fiscales y otros agentes públicos a cumplir su mandato en lo que respecta a la violencia y acoso en el mundo del trabajo, así como para asistir a la parte empleadora y la parte trabajadora y a sus organizaciones a prevenir y abordar la violencia y acoso en el mundo del trabajo.  
c) Recomendaciones prácticas y herramientas de evaluación de riesgos sobre la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, con particular consideraciones de las personas que integran los grupos mencionados en el art. 6 del Convenio
d) Campañas públicas de sensibilización que hagan hincapié en que la violencia y el acoso, en particular la violencia y el acoso por razón de género, son inaceptables, a fin de que denuncien las actitudes discriminatorias y se prevenga la estigmatización de las víctimas, las personas denunciantes, testigos e informantes
e) Plantes de estudios y materiales didácticos sobre violencia y acoso, con inclusión de la violencia y el acoso por razón de género
f) Material destinado a periodistas y profesionales de la comunicación sobre violencia y acoso por razón de género, sus causas subyacentes y factores de riesgo, que respete la libertad de expresión y su independencia
g) Campañas destinadas a fomentar lugares de trabajo seguros, salubres, armoniosos y libres de violencia y acoso.   
En este punto resulta relevante la ley 27499 (conocida como ley “Micaela”), que establece la capacitación obligatoria de los integrantes de los tres poderes del estado en los temas de género y violencia contra las mujeres; que –en razón de la importancia de capacitar en materia de género como herramienta imprescindible para la prevención de las diferentes formas de violencia- se está aplicando analógicamente en universidades, asociaciones sindicales y empresas.
V. CONCLUSIONES.       

La persona no se despoja de su dignidad cuando se desenvuelve en el mundo del trabajo; muy por el contrario, lo hace con un doble orden de protección: el de los derechos humanos fundamentales y el que tutela a la persona que trabaja.     

Del análisis de la normativa constitucional e internacional se puede concluir que no sólo se trata de reconocer “iguales derechos” también hay que adoptar medidas en orden a garantizar “igualdad efectiva de oportunidades” (tal como propician los arts. 37 y 75 inc. 23 CN). 

Ahora bien, sin perjuicio de la existencia de la profusa legislación reseñada que protege frente a los actos o conductas discriminatorios y frente a la violencia laboral, en particular por razón de género, y que la jurisprudencia, progresivamente, ha hecho aplicación de tales normas en aras de sancionar tan repudiables prácticas, la realidad nos golpea con crudeza y los datos que arroja dan cuenta de la frecuencia con la que se verifican tanto en el ingreso, como durante la vida o a la ruptura del contrato de trabajo. Por lo que, no podemos sino concluir que en la medida en que no se remuevan los prejuicios o estereotipos imperantes en los lugares de trabajo no lograremos erradicar este flagelo.

Un informe de la OIT sobre discriminación en el trabajo, del 1/6/03, señala que esta práctica sigue representando un problema de ámbito mundial y que emergen nuevas y más sutiles formas de este tipo de abuso. Aunque los avances significativos logrados en la lucha contra las desigualdades en el lugar de trabajo son causa de esperanza, en el informe se advierte que las nuevas formas de discriminación representan igualmente un motivo de creciente preocupación.

Si bien la discriminación por razón de género, especialmente la situación de las mujeres en el mundo del trabajo, es uno de los ámbitos en que mayores avances se produjeron en los últimos dos siglos, todavía queda mucho camino por andar, principalmente en orden a romper el “techo de cristal” y liberarse del “piso pegajoso”
. Fenómenos a los que se ha referido la OIT en innumerables oportunidades, considerándolos el principal obstáculo para la inserción y crecimiento profesional de las mujeres; aspecto de la problemática bajo examen que sigue siendo el numéricamente más significativo y también socialmente más difundido.

Por otra parte, han pasado ya más de 100 años de la creación de la Organización Internacional del Trabajo y , no obstante ello, el organismo sigue proclamando que en pos de un mejor futuro del trabajo para todos se requiere un paso decisivo hacia la igualdad de género
 . En tal sentido ha expresado que en 1919 la OIT adoptó los primeros convenios sobre las mujeres y el trabajo. Un siglo después, las mujeres son una fuerza en el mercado de trabajo, sobrepasando barreras que en una época se habrían considerado insuperables. Si bien se han realizado grandes progresos en el último siglo para las mujeres en el trabajo, no hay margen para la autocomplacencia. Los avances para cerrar las brechas de género se han estancado y, en algunos casos, se observa un retroceso. Sin embargo, es posible mejorar el futuro del trabajo para las mujeres, pero sólo dentro de un ecosistema que comprenda medidas de refuerzo y un firme compromiso con la igualdad de género. Se ha elaborado un informe que es la culminación de la amplia labor llevada a cabo en el contexto de la iniciativa del centenario de la OIT relativa a las mujeres en el trabajo. Las conclusiones y recomendaciones están en consonancia con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, que fue adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 2015. La realización de la Agenda 2030 depende de la consecución efectiva de la igualdad de género en el mundo del trabajo. El centenario de la OIT nos ha brindado una oportunidad única para cambiar la trayectoria que se venía recorriendo y acelerar los esfuerzos con miras a garantizar que el futuro proporcione trabajo decente para todas las personas.  

Hoy contamos con una herramienta significativa, que ya forma parte de nuestro ordenamiento jurídico, el Convenio 190 de la OIT, cuya lectura debe complementarse y alumbrarse con los postulados de la Recomendación 206. En tal sentido, debemos revisar la normativa laboral y nuestras prácticas judiciales para armonizarlas con los compromisos internacionalmente asumidos al ratificar dicho Convenio. Esa revisión nos indicará cuáles son los vacíos normativos y cuáles son las disposiciones que deben ser modificadas para que respondan al nuevo paradigma: un mundo del trabajo libre de acoso y de violencia.

Finalmente, no podemos soslayar que –cuando de situaciones o prácticas que afectan a trabajadores y trabajadoras- se debe poner el acento en la revalorización de la persona humana por sobre las leyes del mercado o cualquier otro tipo de pauta mercantilista (como dijera la CSJN en el caso "Vizzoti", 14/9/04); porque la persona humana “... es eje y centro de todo el sistema jurídico y en tanto fin en sí mismo –más allá de su naturaleza trascendente- su persona es inviolable y constituye valor fundamental con respecto al cual los restantes valores tienen siempre carácter instrumental … el trabajo humano tienen características que imponen su consideración con criterios propios que obviamente exceden el marco del mero mercado económico y se apoyan en principios de cooperación, solidaridad y justicia, normativamente comprendidos en la Constitución Nacional ...”.

El desafío, el compromiso que debemos asumir, consiste en bregar desde nuestro específico ámbito familiar, social y de desempeño laboral y académico por el reconocimiento para todas las personas, sin distinción alguna, no sólo de iguales derechos, sino de iguales “oportunidades” para ejercitarlos, así como del derecho a vivir y trabajar en un ambiente digno, sano y libre de toda forma de violencia. Vía en la que pese a los avances experimentados nos queda mucho por hacer en aras de construir una sociedad más justa, solidaria, democrática, con igualdad de oportunidades para todas y todos y en la que a viva voz digamos “No más violencia ni acoso en el mundo del trabajo”.

� Instituto Nacional de las Mujeres de México, INMUJERES, Glosario de Género, 2007, pág. 62. Los estereotipos son creencia sobre los colectivos humanos que se crean y comparten en y entre los grupos dentro de una cultura determinada. Los estereotipos sólo llegan a ser sociales cuando son compartidos por un gran número de personas dentro de grupos o entidades sociales (comunidad, sociedad, país, etc.). Se trata de definiciones simplistas usadas para designar a las personas a partir de convencionalismos que no toman en cuenta sus características, capacidades y sentimientos de manera analítica. También referidos como estereotipos sexuales, reflejan las creencias populares sobre las actividades, los roles, rasgos características o atributos que caracterizan y distinguen a las mujeres de los hombres. De esta forma, son las imágenes culturales que se asignan a los sexos, por ejemplo, que los hombres visten de azul o celeste y las mujeres de rosa, o que estas son sentimentales y los hombres no lloran. S eliminación es un factor importante para lograr la igualdad.    
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